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De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 de julio, y 
de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y Funcionamiento Interno, el 
Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, en su sesión celebrada el 16 de 
Junio de 1.995, acuerda aprobar el siguiente 

Informe Dictamen 

PREÁMBULO 

El Consejo de Gobierno solicitó al CES el 
día 17 de Mayo de 1.995 la emisión del pre­
ceptivo dictamen sobre el Proyecto de Decreto 
por el que se aprueba las Directrices de 
Ordenación Territorial de la bahía de Portmán 
y la Sierra Minera. 

El Consejo de Gobierno procedió a la apro­
bación de la citada norma el día 26 de Mayo 
de 1.995, sin esperar, por tanto, el cumpli­
miento del plazo mínimo de un mes estableci­
do en el artículo 7 de la Ley de creación de 
este Consejo. 

El CES considera que no existían motivos 
objetivos que impidiesen el respeto de los pla­
zos establecido por el legislador. 

Ante esta actitud del Gobierno Regional el 
Pleno del CES quiere expresar con toda firme­
za su reprobación por la citada actuación del 
Ejecutivo Autonómico, reflejo posiblemente de 
un mal entendimiento de lo que constituyen 
las funciones y cometidos de este Organismo 
y manifiesta una desconsideración hacia el pa­
pel que el legislador le asignó cuando decidió 
su creación y la atribución de las correspon­
dientes competencias. 

Precisamente la honda transcendencia de 
la Disposición aludida de la que constituyen 
pruebas inequívocas su larga gestación técnica 
y jurídica, su sometimiento a varios periodos 
de información pública y el amplio interés so­
cial que la misma ha suscitado, son hechos de 
por sí suficientemente importantes para que 
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este Consejo Económico y Social, aún no emi­
tiendo el correspondiente Dictamen, que por 
extemporáneo sería absolutamente inadecua­
do, a fín de no frustrar las legítimas expectati­
vas que la sociedad murciana ha depositado en 
la presente normativa, supla la carencia de Dic­
tamen preceptivo con un Informe-Dictamen que 
se emite en virtud de las atribuciones que al 
CES le confiere el artículo 6.2 de su Ley de 

constitución, no sin antes trasladar al Gobier­
no Regional que actitudes como las que han 
acompañado a la aprobación de esta norma, 
podrían, de futuro, poner en cuestión el papel 
que el poder legislativo ha asignado a la parti­
cipación de las Organizaciones Sociales repre­
sentadas en el CES, dentro del proceso norma­
tivo que desarrolle el Gobierno Autonómico. 

l. ANTECEDENTES 


El presente Informe se refiere simultánea­
mente al Proyecto de Directrices (o 
abreviadamente, Directrices) de Ordenación 
Territorial de la Bahía de Portmán y la Sierra 
Minera, así como al Proyecto de Decreto por 
el que se aprueban definitivamente las citadas 
Directrices. 

1.1. ANTECEDENTES LEGALES. 

La Carta Europea de Ordenación del Terri­
torio conceptúa éste como la expresión espa­
cial de todas las políticas económicas, social, 
cultural y ecológica de toda la sociedad. Se 
entiende igualmente como el conjunto de cri­
terios expresamente formulados, normas y 
programas que orienten y regulen las actuacio­
nes y procesos de asentamiento sobre el terri­
torio. 

En nuestro ordenamiento jurídico, la 
ordenación de territorio se enmarca dentro del 
Derecho Urbanístico, e históricamente se ha 
desarrollado como la progresiva interrelación 
existente entre la planificación física y econó­
mica hasta asumir y englobar también las pre­
ocupaciones medioambientales. 

La Constitución Española de 1978 contie­
ne varias disposiciones (artículos 33, 45, 46 Y 
47) que encuadran la regulación legalmente 
vigente del suelo, concediendo al legislador un 
amplio campo de maniobra en cuanto a la pro­
yección social del suelo y su planeamiento de 
acuerdo con los intereses generales. 

La distribución constitucional de las com­
petencias en materia de ordenación del territo­
rio, urbanismo y vivienda, de acuerdo con los 
respectivos Estatutos, confiere a las Comuni­
dades Autónomas dichas competencias, califi­
cadas por aquellos de exclusivas, comprendien­
do tanto el poder legislar sobre ellas como los 
poderes de ejecución y gestión. 

En este sentido, la Región de Murcia se 
atribuye la competencia exclusiva en materia 
de ordenación del territorio, urbanismo y vi­
vienda según establece el artículo 1O.1.b) del 
Estatuto de Autonomía aprobado por Ley Or­
gánica 4/1982, de 9 de junio, recientemente 
reformado por la Ley Orgánica 4/1994. 

El traspaso de competencias se materializa 
a través del Real Decreto 466/1980, de 29 de 
febrero, sobre transferencia de competencias 
de la Administración del Estado al Consejo 
Regional de Murcia en materia de urbanismo 
y otras, así como del Real Decreto 14501l984, 
de 8 de febrero, sobre valoración definitiva, 
ampliación de las funciones, servicios y me­
dios y adaptación de lo transferido a la Región 
de Murcia en materia de urbanismo. 

La expresión legislativa de dicha compe­
tencia exclusiva se manifiesta en la aproba­
ción por la Asamblea Regional de la Ley 4/ 
1992, de 30 de julio, de Ordenación y Protec­
ción del Territorio de la Región de Murcia, 
cuya principal virtualidad es el establecimien­
to de los siguientes instrumentos para el desa­
rrollo de la política territorial: Directrices de 
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Ordenación Territorial (D.O.T.), de ámbito re­
gional, subregional o comarcal y sectorial; los 
Programas de Actuación Territorial (PAT.) y 
las Actuaciones de Interés Regional (A.I.R.), 
cuya definición y contenidos se efectúa en el 
Título II, Capítulos 1a III, respectivamente. El 
procedimiento detallado para su elaboración y 
aprobación viene regulado en el Título IV, 
Capítulos 1, II YI1I, respectivamente. 

Dicha Ley incluye asimismo disposiciones 
en materia de espacios naturales protegidos 
(básicamente, transponiendo la Ley 4/89, de 
27 de marzo, de Conservación de la Naturale­
za y de la Flora y Fauna Silvestres), materia 
cuyo desarrollo legislativo y ejecución forman 
parte de las competencias atribuidas por el Es­
tatuto de Autonomía, bien que dentro del mar­
co de la legislación básica del Estado (decla­
rando la citada Ley 4/89 en su mayor parte 
como tal, según su Disposición Adicional Quin­
ta) y, en su caso, en los términos que la misma 
establezca. 

Las Directrices de Ordenación Territorial 
de la Bahía de Portmán y la Sierra Minera 
constituyen el primer documento de ordenación 
territorial redactado en aplicación de la citada 
Ley 4/92. 

Es muy importante resaltar que el Proyecto 
de Directrices se tramita simultánea y conjun­
tamente con el Plan de Actuación TClTitorial 
de la Cuenca Visual de la Bahía de Portmán 
(en adelante, P.A.T. de la Bahía), y su declara­
ción como Actuación de Interés Regional. 

Por lo tanto, son tres los instrumentos de 
ordenación territorial sometidos al presente 
Dictamen, si bien son recogidos conjuntamen­
te por el Proyecto de Directrices y por el arti­
culado del Proyecto de Decreto que las aprue­
ba definitivamente. 

La elaboración de las Directrices se inicia, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 33.2 
de la Ley 4/92, mediante acuerdo del Consejo 
de Gobierno de 14 de enero de 1994, que en­
comienda los trabajos de redacción a la 
Consejería de Política Territorial y Obras PÚ­
blicas, a través de la Dirección General de 
Urbanismo y Planificación Territorial. Asimis­

mo, se acordó la constitución de las comisio­
nes de redacción y seguimiento de las Direc­
trices al objeto de coordinar la participación 
de los diferentes departamentos de la Admi­
nistración Regional con la Administración Es­
tatal y Local. 

El documento de Avanee de las Directrices 
es sometido a informe del Consejo Asesor Re­
gional de Urbanismo en su sesión de 28 de 
julio de 1994 (artículo 34.2. Ley 4192). 

Seguidamente, por Resolución del Direc­
tor General de Urbanismo y Planificación Te­
rritorial del 12 de agosto de 1994, se somete a 
información pública el documento de Avance 
de las Directrices de Ordenación Territorial de 
la Bahía de Portmán y Sierra Minera, otorgan­
do un plazo de dos meses (un mes más de lo 
dispuesto por la Ley 4/92) para que todas las 
personas y entidades interesadas puedan exa­
minar su documentación y formular por escri­
to cuantas observaciones consideren oportuno 
realizar. Simultáneamente, se pone en conoci­
miento de todas las consejerías, corporaciones 
locales y organismos afectados, así como a la 
Delegación del Gobierno en la Comunidad 
Autónoma, con el fin de que puedan formular 
las observaciones y sugerencias que se esti­
men convenientes. 

En fecha de 14 de marzo de 1995 se apro­
bó inicialmente la documentación de las Di­
rectrices, una vez sometida de nuevo la pro­
puesta al Consejo Asesor (sesión de 13 de 
marzo de 1995) y a informe de las Consejerías 
de Cultura y Educación, Sanidad, Fomento y 
Trabajo, y Medio Ambiente. 

Esta aprobación inicial ha sido, a su vez, . 
sometida nuevamente a información pública 
durante el plazo de dos meses según anuncio 
de 16 de marzo de 1995, y se solicita informe 
a los organismos y corporaciones a que se re­
fiere el artículo 33.2 de la precitada Ley 4/92. 

También se dio traslado de la aprobación 
inicial y del nuevo período de información 
pública a las personas y asociaciones que ha­
bían presentado sugerencias y observaciones 
al Avance. 
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Corno resultado de la participación ciuda­
dana en el último trámite de información pú­
blica y del informe emitido por el Consejo 
Asesor Regional de Ordenación del Territorio 
y Urbanismo en sesión de 19 de mayo de 1995, 
se introducen al Proyecto de Directrices algu­
nas modificaciones. También se somete a in­
forme del Comité de Planificación Económica 
Regional sobre las repercusiones financieras y 
presupuestarias del instrumento. 

Igualmente, al efecto de lograr su compati­
bilidad con el Plan de Ordenación de los Re­
cursos Naturales de Calblanque, Monte de las 
Cenizas y Peña del Águila, en trámite simultá­
neamente por la Consejería de Medio 
Ambiente, se realizan diversas modificaciones 
que se incorporan al Proyecto mediante un do­
cumento anexo denominado "Modificaciones 
introducidas en la aprobación provisional". 

Por último, con fecha de 25 de mayo de 
1995, el Consejero de Política Territorial y 
Obras Públicas aprueba provisionalmente el 
Proyecto de Directrices con las condiciones y 
modificaciones recogidas en la correspondien­
te Resolución, elevando el consiguiente Pro­
yecto de Decreto al Consejo de Gobierno para 
su aprobación definitiva 

Para resumir, el procedimiento seguido para 
la elaboración de las Directrices conforme a lo 
previsto en los artículos 33 y siguientes de la 
Ley 4/92, ha sido de gran complejidad, inclu­
yendo dos períodos de informaeión pública, 
varios trámites de audiencia a Ayuntamientos 
afectados y Organismos Estatales y Autonó­
micos, y tres acuerdos del Consejo Asesor 
Regional de Ordenación del Territorio y Urba­
nismo, todo ello en un plazo de 16 meses a 
partir del acuerdo inicial de elaboración. 

En conclusión, se considera que la tramita­
ción ha supuesto un esfuerzó técnico y admi­
nistrativo encomiable por parte de la Adminis­
tración Regional, en particular por la Consejería 
de Política Territorial y Obras Públicas. 

El Consejo Económico y Social (en ade­
lante, C.E.S.) se felicita especialmente en rela­
ción a los costosos pero imprescindibles trá­

mÍtes de información y participación ciudada­
na, que deben impregnar la ordenación del te­
rritorio, tanto directa como indirectamente a 
través del informe del correspondiente Conse­
jo Asesor RegionaL Se cumple así, en una in­
terpretación generosa, el mandato constitucio­
nal que determina que los poderes públicos 
velarán por la utilización de los recursos natu­
rales "apoyándose en la indispensable solida­
ridad colectiva". 

1.2. JUSTIFICACIÓN DE LAS 
DIRECTRICES. 

La intensísima degradación ambiental de 
amplios sectores de la denominada Sierra Mi­
nera, en los términos municipales de Cartagena 
y La Unión, ligado en las últimas décadas al 
total aterramiento de la Bahía de Portmán y al 
declive de la otrora próspera industria 
extractiva, constituye sin duda uno de los défi­
cits socioeconómicos y territoriales más agu­
dos y singulares tanto para la Región de Mur­
cia como para la Nación, con trascendencia 
internacional para el ámbito del Mediterráneo 
Occidental por el volumen de los vertidos efec­
tuados al mar. 

Paradójicamente, en parte del mismo ám­
bito territorial objeto de las Directrices se pre­
sentan ecosistemas y procesos ambientales pro­
vistos de la más alta valoración no sólo a escala 
nacional, sino incluso para el ámbito europeo, 
para los cuales el Gobierno Regional declaró 
el Parque Regional de Calblanque, Monte de 
las Cenizas y Pe-a del 9guila a través de la 
misma Ley 4/1992, de 30 de julio, de 
Ordenación y Protección del Territorio de la 
Región de Murcia. 

Tal como describe el propio Documento de 
Directrices en su Introducción, el territorio 
abarcado se ha caracterizado por la explota­
ción de los recursos mineros, un componente 
relativamente importante de la economía re­
gional. La actividad extractiva produjo gran­
des operaciones mineras a cielo abierto, ele­
vando considerablemente la producción de mi­
nerales. Estas actuaciones llevaron consigo la 
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puesta en funcionamiento del lavadero Rober­
to y el vertido de estériles en la Bahía de 
Portmán. 

La modificación del medio físico (terrestre 
y litoral) por la minería a cielo abierto ha sido 
especialmente intensa en los últimos a-os, pro­
vocando enormes huecos y escombreras que 
han alterado espectacularmente el paisaje. Por 
otra parte, las técnicas para el lavado del mine­
ral han originado en tierra pantanos de estéri­
les, mientras que el vertido en la costa ha pro­
vocado el aterramiento total de la Bahía de 
Portmán. 

Dificultades en el mercado de metales (fi­
nales de 1988) y la oposición de los vecinos 
del Llano del Beal (respaldada posteriormente 
por Sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del T.SJ. de Murcia de 5 de 
julio de 1993), así como el cese de los vertidos 
de estériles en la Bahía (marzo de 1990), y la 
consiguiente necesidad de nuevas inversiones, 
provocan el cierre de las explotaciones mine­
ras (finales de 1991), originando una grave 
crisis socioeconómica por la pérdida de puestos 
de trabajo, incrementada por la recesión indus­
trial de Cartagena. 

La Administración Autonómica ha estable­
cido desde hace varios a-os una línea de actua­
ción para la Sierra Minera y la Bahía de 
Portmán, que se ha manifestado en diversos 
planes, programas y trabajos concretos que re­
quieren ser coordinados, tales como el Plan 
Especial para el Desarrollo de Cartagena, el 
Plan de Desarrollo Regional y los estudios so­
bre reservas y viabilidad de la minería. Parale­
lamente, la misma Administración Autonómi­
ca ha impulsado la declaración de diversos es­
pacios naturales protegidos, mediante la Ley 
4/92, procediendo a la elaboración y aproba­
ción de la correspondiente planificación a través 
de los Planes de Ordenación de los Recursos 
Naturales, los Planes de Actuación 
Socioeconómica y el Plan Rector de Uso y 
Gestión. 

A todo ello se une el interés de la Adminis­
tración Central por participar en la regenera­

ción de la Bahía y las iniciativas del Ayunta­
miento de La Unión para modificar sus Nor­
mas Subsidiarias de Planeamiento, con la 
reclasificación masiva de suelo en el ámbito 
de Portmán, en la urgencia de generar una eco­
nomía sustitutoria de la actividad minera. 

También hay que destacar el papel de la 
iniciativa privada, centrada particularmente en 
la ubicación del Campo de Golf de Atamaría y 
sectores residenciales y hoteleros contiguos, 
así como en la mercantil Portmán Golf, S.A., 
heredera de los activos mineros y catastrales 
de La Sociedad Minero Metalúrgica Pe-arroya 
desde 1989, y cuya propia denominación reve­
la inequívocamente la vocación de la empresa 
como promotora de actuaciones residenciales 
y de ocio. 

Por último, cabe resaltar la participación 
de la sociedad civil a través de los movimien­
tos vecinales (en particular para los núcleos de 
La Unión, Portmán y El Llano del Beal), em­
presariales, sindicales y ecologistas, todos ellos 
implicados en mayor o menor grado en el con­
flicto socioeconómico y ambiental generado 
por la actividad minera, su cese y las diversas 
expectativas de desarrollo turístico. Dicho con­
flicto se ha desarrollado en los últimos a-os en 
términos muy agudos, incluso con desarrollo 
de actitudes de violencia y crispación social, 
ligadas por otro lado a la problemática general 
de la comarca y su núcleo principal, la ciudad 
de Cartagena. 

Por todo ello, la iniciativa para la elabora­
ción y aprobación de las Directrices surge del 
convencimiento del Gobierno de la Región de 
que solamente una acción integral en la 
subcomarca afectada podría transformar un 
espacio cuyo medio físico ha sido radicalmen­
te alterado en determinados sectores y con ten­
dencias socioeconómicas, particularmente en 
cuanto al desempleo, muy negativas. 

En este sentido, la propuesta de revitaliza­
ción económica para Portmán y la Sierra Mi­
nera se articula como un proyecto abierto a 
medio y largo plazo, basado en la oportunidad 
de establecer un modelo de ordenación territo­
rial que aproveche las intervenciones de las 
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distintas Administraciones (Estatal, Autonómi­
ca y Local) sobre la regeneración de la Bahía y 
la restauración ambiental de la Sierra Minera, 
de modo que se formula una estrategia que 
compatibiliza las vocaciones de uso de las 
distintas áreas del territorio con el desarrollo 
turístico de la Bahía, la oferta de equipamiento 
complementaria y de servicios en un ámbito 
integrado que oriente el conjunto de las actua­
ciones presentes y futuras. 

En conclusión, el C.E.S. entiende que se 
encuentra plenamente justificada la elabora­
ción y aprobación mediante Decreto de las Di­
rectrices, suponiendo la base imprescindible a 
partir de la cual dirigir e implementar el creci­
miento económico y urbanístico integrado de 
la zona, de una forma coordinada con las res­
tantes Administraciones Públicas y con respe­
to y mejora de sus valores medioambientales. 

1.3. ÁMBITO TERRITORIAL. 

El ámbito territorial de la propuesta de Di­
rectrices de Ordenación Territorial de la Bahía 
de Portmán y la Sierra Minera se encuentra 
incluido en los términos municipales de Carta­
gena y La Unión, comprendiendo la totalidad 
del territorio de éste último. 

Sus límites son los siguientes: Por el Nor­
te, Autovía N-332 (Alicante-Cartagena) desde 
la intersección con la Autovía N-301 (Murcia-

Cartagena); y Vía Rápida MU-312 hasta las 
proximidades de Cabo de Palos; Por el Este, 
núcleo urbano de Cabo de Palos, Urbanización 
Cala Flores y Mar Mediterráneo; Por el Sur, 
Mar Mediten'áneo; y por el Oeste, carretera N­
343 hasta la Bahía de Escombreras. 

Los núcleos de población afectados son los 
siguientes: Portmán, La Unión, El Llano del 
Beal, El Estrecho, El Beal, Atamaría, Las Ba­
rracas, La Jordana, Cobaticas, Roche, Las 
Jorqueras, Borricén, Alumbres, Poblado de 
Escombreras y El Gorguel, con una población 
total de derecho en 1991 de 18.5] 5 personas, y 
una población estacional (2)> residencia) esti­
mada de 25.052 personas. 

Como principales infraestructuras econó­
micas, turísticas y territoriales existentes en la 
actualidad cabe destacar las siguientes, enu­
meradas de Este a Oeste: Autovía RápidaMU­
312, Campo de Golf de Atamaría, Ferrocarril 
de Vía Estrecha Cartagena-Los Nietos, insta­
laciones extractivas de Portmán Golf (Sierra 
Minera), Autovía N-332 Alicante-Cartagena, 
y Dársena y Polígono Industrial de 
Escombreras. 

El planeamiento urbanístico vigente está 
formado por las Normas Subsidiarias de La 
Unión y por el Plan General Municipal de 
Cartagena, aprobados definitivamente en 1982 
y 1987, respectivamente. 

11. CONTENIDO DEL PROYECTO DE DECRETO POR 
EL QUE SE APRUEBAN DEFINITIVAMENTE LAS 

DIRECTRICES DE ORDENACIÓN TERRITORIAL DE 
~ ~ 

LA BABIA DE PORTMAN Y DE LA SIERRA MINERA 

El texto del Proyecto de Decreto consta de de ordenación de las Directrices Territoriales, 
un preámbulo, cuatro artículos, una Disposi­ por requerir un ámbito de planificación supe­
ción Transitoria, dos Disposiciones Finales y rior al meramente municipal y técnicas jurídi­
un Anexo. ca distintas a la simple vinculación plan-pro­

El preámbulo justifica la aplicación de la piedad privada y, en última instancia, una 01'­

Ley 4/92, de 30 de julio al objeto del presente ganización administrativa capaz de superar las 
Proyecto de Decreto, mediante el instrumento limitaciones de los entes locales y, sobre todo, 
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apta para imponer una coordinación a las ac­
tuaciones autonómicas y estatales en el ámbito 
de la Bahía de Portmán y la Sierra Minera. 

El objetivo fundamental de las Directrices 
es dar una solución integrada a los problema 
de desarrollo económico y social, protección 
del medio ambiente y ordenación territorial y 
urbanística de la zona. 

Se incide particularmente en justificar la 
necesidad de una organización adecuada para 
la gestión de las Directrices, por tres motivos: 

a) Se trata de una actuación compleja que 
reúne el ejercicio de competencias irrenun­
ciables por parte de varias Administraciones 
pública<;. 

b) Las actuaciones propuestas se refieren a 
dos ámbitos físicos claramente diferenciados: 
la Bahía de Portmán y su cuenca visual, donde 
se concentran la,> intervenciones urbanísticas 
más importantes; y el resto del ámbito de la 
Sierra Minera. 

c) Las tres actuaciones, de ordenación ur­
bana (fundamentalmente municipal), de 
dragado de la Bahía (estatal) y de regenera­
ción de la Sierra Minera (fundamentalmente 
autonómica) se interrelacionan y forman el 
centro o núcleo básico de la ordenación terri­
torial propuesta. 

Las relaciones de la Administraciones se 
formalizarán mediante un Convenio de CoJa­

l boración y un Consorcio de Ordenación Terri- I 
. torial y Urbanística. ; 

El artículo 1 aprueba definitivamente las 
Directrices, conforme a 10 tramitado y resuelto 
provisionalmente por la Consejería de Política 
Territorial y Obras Públicas. 

El artículo 2 aprueba el Plan de Actuación 
Territorial de la Cuenca Visual de la Bahía, 
mandatando a los organismos encargados de 
su realización para que "sean tenidos en cuen­
ta en los Presupuestos Generales de la Comu­
nidad Autónoma y en cualquier otro instru­
mento de Planificación Económica". Se pre­
tende asegurar de esta forma una implicación 
presupuestaria efectiva de los distintos de­

partamentos de la Administración Autonó­
mica. 

Se pretende igualmente comprometer a la 
Administración Estatal en cuanto que sean te­
nidas en cuenta "en las previsiones que la Ad­
ministración Regional suministre al Gobierno 
de la Nación". 

El artículo 3 posee un alcance práctico 
desde el punto de vista jurídico muy superior a 
los anteriores, ya que declara como Actuación 
de Interés regional el Programa de Actuación 
Territorial de la Bahía de Portmán, lo cual 
implica la declaración de utilidad pública a 
efectos expropiatorios, de acuerdo con 10 esta­
blecido en el artículo 42, párrafo in fine, de la 
Ley 4/1992. Dicha declaración afecta al con­
junto de las actuaciones pormenorizadamente 
recogidas en el P.A.T. de la Bahía, y 
globalmente a una relación de actuaciones ge­
nerales que se relaciona específicamente (re­
generación de la Bahía, restauración ambiental 
de la Sierra, desarrollo urbanístico del r;rea 
Turística, etc.). 

El artículo 4 establece el desarrollo 
organizativo y administrativo de las Directri­
ces a través de un Convenio de Colaboración 
con las Administraciones Estatal y Local, que 
deberá incluir los Estatutos del Consorcio que 
ejecutará el citado Convenio. 

La Disposición Transitoria determina la 
adaptación del Planeamiento Municipal y sus 
plazos según el ámbito corresponda a la Cuen­
ca Visual de la Bahía o al resto del territorio 
de las Directrices, prevaleciendo las determi­
naciones de las Directrices en tanto en cuanto 
se realice dicha adaptación. 

Las Disposiciones Finales determinan el 
órgano unipersonal de la Administración Au­
tonómica facultado para el desarrollo y ejecu­
ción del Decreto, así como la entrada en vigor 
del mismo, conjuntamente con las Directrices, 
al día siguiente de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia. 

El Anexo está constituido por las propias 
Directrices y Programa de Actuación Territo­
rial, cuyo contenido se describe a continua­
ción. 
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111. CONTENIDO DEL PROYECTO DE DIRECTRICES 
; ;

DE ORDENACION TERRITORIAL DE LA BARIA 

DE PORTMÁN Y DE LA SIERRA MINERA 


El Proyecto de Directrices de Ordenación 
Territorial de la Bahía de Portmán y la Sierra 
Minera consta de catorce Capítulos y dos Ane­
xos, así como de diez Planos y mapas 
cartográficos. 

Se trata por tanto de un texto complejo y 
muy amplio (289 páginas), cuya descripción 
requiere necesariamente un tratamiento gene­
ral esquemático. 

Se estructura básicamente en dos bloques, 
el primero de los cuales titulado "Informa­
ción, Análisis y Diagnóstico" (Capítulos 1 a 
5), recopila y sintetiza una amplia 
documentación técnica y estadística relacionada 
con el medio físico, el sistema de 
asentamientos, el sistema socioeconómico, el 
sistema de transporte y comunicaciones, y las 
infraestructuras básicas del territorio afectado. 

El Capítulo 1 estudia los factores del me­
dio físico que condicionan la ordenación del 
territorio (pendientes, clima, vegetación, fau­
na, paisaje y usos del suelo), con particular 
incidencia en la sistematización de las áreas 
degradadas por la minería; como resultado se 
obtiene una categorización del territorio según 
niveles de protección del medio físico, así como 
la aptitud física del territorio para el futuro 
desarrollo urbanístico. 

El Capítulo 2 se refiere al sistema de 
asentamientos, tanto en relación a los atributos 
propios de las ciudades -población, especiali­
zación funcional, equipamientos, etc.- como a 
las diversas interacciones -flujos humanos y 
económicos, dominancias funcionales, etc.- que 
existen entre ellos. El objetivo básico es detec­
tar las oportunidades de integración de un com­
plejo turístico-residencial como base para la 
definición de un modelo territoriaL Se han 
analizado los parámetros demográficos y su 
evolución, los déficits de equipamientos co­

munitarios, la adecuación del planeamiento 
municipal y las interrelaciones que puedan de­
rivarse del desarrollo turístico residencial de la 
Bahía. 

El Capítulo 3 analiza el sistema socioeco­
nómico: evolución de la minería, evaluación y 
valoración de los recursos mineros, otras in­
dustrias y actividades económicas (estructura, 
dinámica empresarial), el turismo, la agricul­
tura y el empleo. 

El Capítulo 4 describe el sistema de trans­
porte y comunicaciones: carreteras, ferrocarri­
les convencionales y de vía estrecha, puertos, 
aeropuertos, transporte público por carretera y 
transporte público combinado. 

El Capítulo 5 diagnostica la situación de 
las infraestructuras básicas del territorio: abas­
tecimiento, saneamiento, infraestructura eléc­
trica y de telefonía, y la infraestructura hidráu­
lica. 

El segundo bloque, denominado "Direc­
trices y Programa de Actuación Territorial" 
(Capítulos 6 a 14), constituyen las Directrices 
propiamente dichas. Se estructuran en cuatro 
subbloques con los siguientes contenidos: a) el 
marco de referencia de las directrices y el mo­
delo territorial dise-ado (Cap. 6 y 7); b) las 
directrices de ordenación estructuradas temáti­
camente (medio físico, sistema urbano, siste­
ma territorial de equipamientos, etc.; Cap. 8 a 
12); c) las normas de desarrollo de las Direc­
trices (programación, organización, etc.; Cap. 
13); y d) las normas de aplicación de las Di­
rectrices (Cap. 14), de carácter netamente jurí­
dico. 

El Capítulo 6 determina los riesgos de las 
tendencias actuales, es decir, el agudizamiento 
de la crisis vigente si no se adoptan las medi­
das transformadoras propuestas en las Direc­
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trices, tales como impactos negativos relacio­
nados con la minería, el tejido productivo y la 
actividad socioeconómica, el turismo, el urba­
nismo, el medio físico, la agricultura y el pai­
saje, y las infraestructuras. Alternativamente, 
se ofrece una descripción de la oportunidad de 
las medidas propuestas teniendo en cuenta la 
voluntad de concertación de la Administración, 
el marco socioterritorial existente para el desa­
rrollo del turismo y los recursos del sistema 
productivo a escala comarcaL Todo ello con­
duce a una evaluación genérica del Proyecto, 
en términos de impactos positivos que produ­
ciría su implementación sobre los núcleos de 
Portmán, La Unión y El Llano del Beal. Por 
último, se relacionan los objetivos y criterios 
básicos de la intervención. 

El Capítulo 7 describe el modelo territo­
rial resultante del Proyecto. En primer lugar, 
realiza una ordenación del medio físico en dos 
categorías básicas atendiendo tanto a la finali­
dad de conservación de valores naturales de 
interés (Sistema Territorial de Espacios Ver­
des) como a la explotación racional de los re­
cursos (Espacios Productivos). En segundo lu­
gar, el medio urbano se caracteriza en tres blo­
ques: Centros Residenciales y de Servicios (La 
Unión, Portmán ,El Llano yel resto de peque-os 
núcleos rurales o industriales), ~reas Turísticas 
(Area Turística de Portmán, Ampliación de 
Atamaría, Espacio Turístico de Los Belones y 
~rea Turística de Cala Reona) y ~reas de Acti­
vidades Económicas (Polígono Industrial de 
Escombreras, Parque de Actividad Económica 
de Los Camachos, Polígono de Uso Mixto de 
Lo Bolarín, MinipoIígonos en la Vía Parque 
de la N-332, Parque Comercial y de Servicios 
de La Unión, y Centros de Abastecimiento y 
Servicio de Cabo de Palos y Los Belones). En 
tercer lugar, se descríben las actuaciones de 
equipamientos para el ocio turístico, los Espa­
cios Verdes y Dotaciones Urbanas y la Rege­
neración de la Bahía, Paseo Marítimo y Puerto 
de Portmán. En esta última se define la opción 
elegida de entre las estudiadas para la actua­
ción básica del Proyecto, es decir, el dragado 
de la Bahía con transporte y vertido de los 
sedimentos extraídos. Finalmente, se descri­

ben las actuaciones en materia de Transporte y 
Comunicaciones, e Infraestructuras Básicas del 
Territorio. 

Los Capítulos 8 a 12 constituyen el núcleo 
normativo básico de las Directrices, por cuan­
to establecen de forma articulada la ordenación 
propuesta mediante una estructura de epígra­
fes jerarquizados. Para cada uno de los temas 
de los Capítulos 1 a 5, se realiza una síntesis 
del análisis y diagnóstico, se establecen los 
objetivos y criterios básicos y se marcan las 
directrices de actuación y ordenación. 

El Capítulo 13 determina el desarrollo de 
las Directrices, estableciendo su Programación 
y las características del Programa de Actua­
ción de la Cuenca Visual de la Bahía de 
Portmán (presupuesto estimado de 48.410 mi­
llones de pta. en el período 1995-2004), su 
declaración como Actuación de Interés Regio­
nal y los criterios de programación coordinada 
para las actuaciones a desarrollar en el resto 
del ámbito de las Directrices fuera de la Bahía 
(presupuesto estimado de inversiones de 24.632 
millones de pta. durante un período de 20 años). 
Igualmente, establece la necesidad de una or­
ganización ad hoc para le gestión, a través de 
un Convenio de Colaboración entre la Admi­
nistración del Estado, la Administración Re­
gional y los Ayuntamientos de Cartagena y La 
Unión, así como la constitución de un Consor­
cio de Ordenación Territorial y Urbanística, 
formado por la mismas Administraciones y con 
la posibilidad de participación de particulares. 
Por último, se establecen los mecanismos de 
recuperación de las plusvalías generadas. 

El Capítulo 14 determina el alcance legal 
de las Directrices y del P.A.T. de la Bahía, el 
carácter vinculante u orientativo, según los ca­
sos, de las determinaciones de las Directrices, 
las condiciones de revisión y modificación, la 
adaptación del Planeamiento Municipal, así 
como sus plazos, y la interpretación de la Di­
rectrices. 

El Anexo contenido en el Proyecto tras su 
aprobación inicial procede a la identificación 
de riesgos prevista en los artículos 15 y 16 de 
la reiteradamente citada Ley 4/92. 
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El Anexo introducido tras la aprobación puntuales como resultado del último trámite 
provisional incorpora las modificaciones nece­ de información pública y del informe emitido 
sarias para lograr su compatibilidad con el Plan por el Consejo Asesor Regional de Ordenación 
de Ordenación de los Recursos Naturales de del Territorio y Urbanismo de 19 de mayo de 
Calblanque, Monte de las Cenizas y Peña del 1995. 
Águila, así como diversas modificaciones 

IV. OBSERVACIONES AL ARTICULADO DEL 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE APRUEBAN 

DEFINITIVAMENTE LAS DIRECTRICES 

El Proyecto de Decreto está basado en el 
Capítulo 14, "Normas de aplicación", del Pro­
yecto de Directrices, que determina el alcance 
de las mismas y del PAT. de la Bahía; el 
carácter vinculante u orientativo de las direc­
trices, según el caso; la vigencia y circunstan­
cias para su revisión y modificación; la adap­
tación del planeamiento municipal; y, final­
mente, la interpretación de las mismas. 

La elaboración y aprobación de las Direc­
trices debe valorarse positivamente por cuanto 
las singulares características de la zona, sus 
enormes déficits socioeconómicos (en particu­
lar, el desempleo) y ambientales, y la comple­
jidad administrativa y financiera de las actua­
ciones a emprender, hacen de esta figura de 
ordenación territorial un instrumento idóneo 
para conjugar coordinadamente la acción ad­
ministrativa en sus distintos niveles. 

Visto que el Proyecto de Decreto supone, 
sin duda, una excelente oportunidad para la 
mejora de la calidad de vida de los habitantes 
de la zona y un ambicioso proyecto de desa­
rrollo socioeconómico con repercusiones posi­
tiva incluso a escala comarcal y regional, con­
viene no obstante, realizar algunas puntua­
lizaciones a cuestiones concretas que derivan 
del articulado del Proyecto. 

Preámbulo: Además de justificar la necesi­
dad de las Directrices y su 'encuadre legal, in­
siste con especial extensión en la necesidad de 
crear una organización administrativa "ad hoc". 
El C.E.S. considera conveniente que, además, 

se introduzca una referencia a la aprobación 
simultánea y conjunta de tres instrumentos de 
ordenación territorial de los definidos por la 
Ley 4/92, como son Directrices, Programa de 
Actuación de la Bahía, y Actuación de Interés 
Regional, con sus respectivos contenidos y 
trámites procedimentales. 

Artículo 1: Este precepto aprueba definiti­
vamente las Directrices. Al igual que el Pro­
yecto de Directrices, tampoco el Proyecto de 
Decreto hace referencia alguna a su clasifica­
ción en alguna de las categorías definidas por 
el artículo 14 de la Ley 4/92, a saber, directri­
ces regionales, subregionales y comarcales, y 
sectoriales. Se trata pues de una observación 
menor de carácter formal, pero se considera 
que este artículo quedaría mejorado con una 
redacción supletoria del siguiente tenor: "Se 
definen con categoría de Directrices de Orde­
nación Territorial de carácter subregional al 
amparo de lo previsto en el artículo /4 de la 
Ley 4/1992, de 30 de julio, de Ordenación y 
Protección del Territorio de la Región de 
Murcia". 

Igualmente, y al objeto de reforzar la capa­
cidad ejecutiva del Decreto, se considera reco­
mendable introducir en este artículo una refe­
rencia a que "las Directrices serán de obligado 
cumplimiento para la actuación territorial de 
las Administraciones Públicas en la Comuni­
dad Autónoma de la Región de Murcia, en los 
télminos previstos en el presente Decreto". Este 
precepto vincularía con mayor fuerza a otras 
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Administraciones distintas a la Autonómica, 
en particular la Estatal, yen opinión del C.E.S. 
no supondría en modo alguno una invasión o 
conflicto de competencias. Ha de entenderse, 
en este sentido, que al título competencial de 
la Comunidad Autónoma en materia urbanísti­
ca y de ordenación del territorio se superpone 
el del Estado en relación al sector al que la 
actuación conflictiva perteneciera, y este tipo 
de conflictos competenciales de superposieión 
debe resolverse siempre de acuerdo con la re­
gla de prevalencia del Derecho Estatal que con­
sagra el artículo 149.3 CE Y ha venido en 
reconocer la Sentencia constitucional de 13 de 
mayo de 1986. 

Artículo 3: Contiene la declaración de 
Actuación de Interés Regional para el Progra­
ma de Actuación Territorial de la Cuenca Vi­
sual de la Bahía. El C.E.S. entiende que con­
vendría incluir expresamente entre las actua­
ciones relacionadas el "Rescate de las conce­
siones mineras", ya que no se comprende ni 
justifica que sea la única actuación global de 
las relacionadas en el P.A.T. que luego no se 
defina explícitamente en el Proyecto de De­
creto. 

Artículo 4: Determina la promoción de un 
Convenio de Colaboración que incluya los Es­
tatutos de un Consorcio de Ordenación Terri­
torial y Urbanística. Remite a las Directrices 
en cuanto al plazo para la formalización de 
dicho Convenio. El plazo viene fijado en la 
Fundamentación Jurídica Séptima de la Reso­
lución de 25 de mayo de 1995 por la que se 
aprueban definitivamente las Directrices, en 
seis meses. Aefectos de formalizar el compro­
miso adquirido por la Administración, el c.E.S. 
considera conveniente que dicho plazo figure 
expresamente en el Proyecto de Decreto. 

Igualmente, se considera conveniente que 
se mencionen las disposiciones legales que 
amparan la celebración del citado Convenio, a 
saber, el artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Ad­
ministraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, así como el Acuerdo 
de Consejo de Ministros de 2 de marzo de 

1990 que fija los trámites a seguir para su 
otorgamiento y publicidad; y para la constitu­
ción del Consorcio, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 7 de la misma Ley 30/92 y según 
lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local 
(artículos 55 y siguientes), el Real Decreto 
Legislativo 781/1986, de 18 de abril, de Texto 
Refundido de las Disposiciones legales vigen­
tes en materia de Régimen Local (artículos 61 
y siguientes). 

Por último, y teniendo en cuenta su tras­
cendencia socioeconómica y jurídica, el C.E.S. 
considera que sería conveniente que fuera so­
metido a su Dictamen el citado Convenio de 
Colaboración y de los Estatutos de constitu­
ción del Consorcio en tanto su formalización 
se produzca por Decreto y, en todo caso, con 
carácter facultativo según el artículo 6 de la 
Ley 3/93, de 16 de julio, del Consejo Econó­
mico y Social de la Región de Murcia. 

Disposición final: Atribuye al Consejero 
de Política Territorial y Obras Públicas el de­
sarrollo y ejecución de este Decreto. Se consi­
dera conveniente que dicho órgano unipersonal 
asuma igualmente "la interpretación" de las 
Directrices, modificando lo dispuesto en el 
Capítulo 14, Apartado 5, del Proyecto de Di­
rectrices, que atribuye la citada función a la 
Dirección General de Urbanismo y Planifica­
ción TerritoriaL Efectivamente, el C.E.S. en­
tiende que deben elevarse las garantías jurídi­
cas en este sentido en cuanto a la jerarquía del 
órgano encargado, sin perjuicio de que la cita­
da función interpretativa se ejerza, en todo caso, 
a propuesta o iniciativa de la citada Dirección 
GeneraL 

Igualmente, se considera que esta disposi­
ción final debería mandatar al Consejero para 
la elaboración de un texto refundido de las 
Directrices (teniendo en cuanta las modifica­
ciones introducidas en la aprobación provisio­
nal), en el plazo que se considerara razonable. 
Sería deseable igualmente que por dicha 
Consejería se editará una publicación con los 
principales contenidos y cartografía básica para 
su fácil acceso por los ciudadanos interesados, 
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así como se estudiara su presentación median­
te técnicas expositivas de fácil comprensión 
por el público general, en particular en Jos 
municipios afectados. 

Por otro lado, el C.E.S. entiende que el 
articulado del Decreto habría de recoger con 
mayor amplitud los contenidos del Capítulo 
14 de las Directrices ("Normas de aplicación"), 
ya que se refieren a parámetros básicos a cuya 
definición debería otorgarse la mayor impor­
tancia. Ello requeriría la introducción de los 
siguientes artículos suplementarios: 

Artículo nuevo: "Tienen carácter vincu­
lante aquellas actuaciones y normas de apli­
cación directa recogidas en los Capítulos 8 a 
12 de las Directrices. Tendrán carácter orien­
tativo y referencial las normas de los Capítu­
los anteriores donde así se señale expresa­
mente, el Capítulo 6 relativo a las cuestiones 
de enfoque del Marco de Referencia de las 
Directrices y el Capítulo 7 descriptivo y justi­

ficativo del modelo territorial. La documenta­
ción gráfica vinculante de las Directrices será 
la recogida en los planos de Estructura Terri­
torial, Espacio Productivo y de Actividades 
Económicas, el Sistema Territorial de Espa­
cios Verdes, la Restauración Ambiental )' 
Paisajística de la Sierra Minera y el Sistem~ 
de Equipamientos de Ocio y Turismo. Los pla­
nos del Sistema de Transporte y Comunicacio­
nes e Infraestructuras Básicas del Territorio 
son vinculantes en cuanto al carácter director 
de las actuaciones sin perjuicio de los trazados 
y soluciones resultantes de los estudios a que 
remiten las Directrices, en su caso, y a los 
proyectos específicos de ejecución". 

Artículo nuevo: Deberá realizarse una sín­
tesis del Apartado 3 del mencionado Capítulo 
14, definiendo expresamente la vigencia y con­
diciones para la revisión y modificación tanto 
de las propias Directrices como del Programa 
de Actuación Territorial de la Bahía. 

V. OBSERVACIONES AL PROYECTO DE DIRECTRICES 

Y PLAN DE ACTUACIÓN TERRITORIAL 


1. El Proyecto de Directrices de Ordenación 
Territorial de la Bahía de Portmán y de la Sie­
rra Minera, yel Plan de Actuación de la Cuen­
ca Visual de la Bahía, constituyen documentos 
básicamente técnicos que proyectan un con­
junto de inversiones coordinadas cuya necesi­
dad e idoneidad viene justificada sobradamente 
en los amplios estudios realizados. 

Asimismo, el documento en su aprobación 
provisional ha incorporado alegaciones y ob­
servaciones formuladas por particulares y or­
ganismos en los reiterados procesos de infor­
mación pública, incluyendo igualmente el in­
forme en tres ocasiones del Consejo Asesor 
Regional en la materia, y del Comité de Plani­
ficación Económica Regional sobre las reper­
cusiones financieras y presupuestarias del ins­
trumento. 

Este conjunto de actuaciones procedimen­

tales debe valorarse positivamente ya que no 
cabe duda que ha originado un satisfactorio 
consenso en sus contenidos principales. 

Visto que la regulación propuesta no puede 
sino impulsar una mejora en las deficientes 
condiciones socioeconómicas, en particular la 
generación de empleo en la subcomarca, al 
tiempo que se mejoran las condiciones 
medioambientales, conviene no obstante reali­
zar algunas puntualizaciones a cuestiones con­
cretas que derivan de las Directrices. 

2. En cuanto a los contenidos exigidos por 
el artículo 15.2 de la Ley 4/92, se encuentran 
ampliamente desarrollados en el Proyecto, si 
bien se considera que resulta de la mayor im­
portancia cumplimentar el apartado i) de dicho 
artículo en relación al "Análisis de las relacio­
nes de las Directrices con la planificación eco­
nómica general de la Comunidad". Esta dispo­
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síción legal se encuentra plenamente justifica­
da en tanto el Proyecto realiza previsiones y 
compromisos de gasto por parte de diversos 
departamentos que deben resultar coherentes 
con las previsiones presupuestarias generales. 
El c.E.S. entiende que esta conexión Directri­
ces-Planificación Económica no ha sido resuel­
ta con la escrupulosidad y claridad que sería 
deseable, limitándose el Proyecto a una 
referencia genérica en el sentido de que "las 
actuaciones previstas en el P.A. T. de la Bahía 
se tendrán en cuenta para la elaboración de 
los Programas de Desarrollo Regional, de los 
Presupuestos Generales de la Comunidad Au­
tónoma y de cualquier otro instrumento de pla­
nificación económica". En este sentido, se 
hecha en falta el contenido concreto y expreso 
del informe realizado por el Comité de Planifi­
cación Económica Regional sobre las repercu­
siones financieras y presupuestarias del instru­
mento. En términos generales, el C.E.S. expre­
sa su interés por el mantenimiento de una polí­
tica presupuestaria ajustada que mejore los 
parámetros financieros de la Comunidad Au­
tónoma, incorporando Proyectos tan justifica­
dos como el presente a una previsión presu­
puestaria compatible con la reducción del 
endeudamiento público regional. 

3. Por otro lado, no parece en una aprecia­
ción inicial haberse cumplimentado estricta­
mente en sus propios términos lo dispuesto 
por los artículos 16.f y 41.b de la Ley 4/92, 
que determinan como uno de los documentos 
de que deben constar expresamente en la Di­
rectrices y Actuaciones de Interés Regional la 
"Evaluación de impacto en el área según lo 
establecido (en una referencia retroactiva) en 
el artículo 5 de esta Ley". Este contenido se 
resuelve en el Proyecto de una forma difusa e 
inespecífica (Capítulo 13, apartado 1.3.3) y sólo 
referida al P.A.T. de la Bahía, no al conjunto 
del ámbito del Proyecto. 

El citado artículo 5, en su apartado 1, con­
tiene una diferenciación entre la Evaluación 
de Impacto Ambiental (que se regula por dis­
posiciones de ámbito estatal y, más reciente­
mente, por Ley 1/1995, de 8 de marzo, de 
Protección del Medio Ambiente en la Región 

de Murcia) y la denominada "evaluación de 
impacto territorial", que se crea ex novo para 
el ámbito de la Comunidad en la Ley 4/92. 

Sin embargo, la regulación de la evalua­
ción, tanto ambiental como territorial, resulta 
compleja y algo confusa en la Ley 4/92, no 
estando resuelta con claridad la relación entre 
los diversos instrumentos de ordenación terri­
torial y la evaluación de impacto descrita en el 
artículo 5. Así, mientras el referido artículo 16 
establece la realización de la evaluación para 
las Directrices, remitiendo para ello al artículo 
5, aquel determina en su apartado 7 que "las 
actuaciones incluidas en las evaluaciones de 
impacto territorial, así como su contenido y 
procedimiento, serán determinas reglamenta­
riamente". Dicha regulación reglamentaría no 
ha sido aprobada hasta la fecha. 

Por tanto, el artículo 5.7 parece referirse 
más bien a "actuaciones" concretas que a ins­
trumentos de ordenación territorial completos 
y al conjunto de actuaciones que comprende. 
Si a ello sumamos la falta de desarrollo regla­
mentario, y que del conjunto de metologías, 
análisis y trámites administrativos aplicados 
en el Proyecto puede deducirse, bien que de 
una forma genérica, la realización de una eva­
luación de impacto territorial, esta objeción 
puede darse por desestimada, actuando a favor 
de la Administración el hecho de que el Pro­
yecto parte en sus raíces mismas de una articu­
lación territorial en positivo. 

4. En relación a la Evaluación de Impacto 
Ambiental (en adelante E.LA.), las Directrices 
someten (según permite el artículo 5.6 de la 
Ley 4/92) varias actuaciones concretas (por 
ejemplo, el dragado de la Bahía) a dicho pro­
ceso, pero se echa en falta en el Documento 
provisionalmente aprobado una relación expre­
sa y sistematizada. De todas formas, la recien­
temente aprobada Ley 1/1995, de 8 de marzo, 
de Protección del Medio Ambiente de la Región 
de Murcia (que entrará en vigor el día 3 de 
junio de 1995), realiza en su Anexo luna 
detallada relación de actividades sometidas a 
E.LA. En este sentido, cabría plantear la cues­
tión del alcance de la Ley 1/l995 sobre 

13 



Dictamen 9 / 95 

actuaciones previstas en las Directrices que no 
estuvieran anterionnente sometidas a E.LA. por 
la legislación nacional o cuyo sometimiento 
no estuviera previsto por las propias Directri­
ces. La respuesta no puede ser sino afirmativa, 
ya que aunque éstas fueran aprobadas con an­
terioridad a la entrada en vigor de la citada 
Ley, ha de entenderse que el Proyecto se refie­
re a la integración y coordinación de un con­
junto de actuaciones interrelacionadas, no a 
cada una de ellas por separado en cuanto a su 
ubicación, características detalladas, potencial 
de perturbación ambiental, necesidades de res­
tauración, etc., características éstas que se des­
conocen hasta la redacción de los correspon­
dientes anteproyectos. Podría igualmente 
formularse una cuestión en alguna medida in­
versa a la anterior, ya que la precitada Ley 11 
1995 somete a E.LA. la "Ordenación del Te­
rritorio" misma, en términos sin duda excesi­
vamente genéricos. En coherencia con la dis­
cusión anterior, incluso si la aprobación de las 
Directrices se produjera con posterioridad a la 
entrada en vigor de la citada Ley, no le sería 
de aplicación ya que aquellas, como conjunto 
de actuaciones integradas que confonnan el 
proceso de ordenación territorial, fueron en todo 
caso iniciadas con anterioridad. 

5. En relación a los efectos de la planifica­
ción propuesta sobre la propiedad privada y 
las importantes expectativas empresariales y 
urbanísticas, el C.E.S. destaca los preceptos 
constitucionales relacionados con la delimita­
ción, por su función social, del derecho a la 
propiedad privada (art. 33.2 CE), la subordina­
ción de la riqueza al interés general (art. 128.1 
CE) Yen especial la necesaria participación de 
la comunidad en las plusvalías que genere la 
acción urbanística de los entes públicos (art. 
3.1.c del Texto Refundido de la Ley del Sue­
lo). Sin embargo, llama la atención la escasa 
atención otorgada por las Directrices a estos 
aspectos, en cuanto no se efectúa una identifi­
cación, análisis y diagnóstico preciso y deta­
llado al respecto (por ejemplo, la estructura 
catastral de la zona), como así determina por 
otra parte la propia Ley 4/92 al incluir entre 
los requisitos para la tramitación de las Actua­

ciones de Interés Regional la documentación 
referente a Ola titularidad de los terrenos 
afectadosÓ (artículo 40.2). En resumen, se con­
sidera que si bien la planificación no puede 
realizarse en modo alguno orientada principal­
mente por los aspectos puramente dominicales 
(que a menudo precisamente se tratan de supe­
rar con la acción administrativa por su 
ineficiencia para promover el desarrollo a gran 
escala), resulta conveniente en todo caso que 
sean tenidos en cuenta. 

6. En cuanto al diseño y características de 
las actuaciones básicas del Proyecto (el dragado 
de la Bahía y su ordenación turística-residen­
cial), el CES considera que debe tenerse en 
cuenta la viabilidad del proyecto socioeconó­
mico y su incidencia en el empleo. Asimismo 
y, en concreto, respecto al dragado de la Ba­
hía, será preciso que la couespondiente Eva­
luación de Impacto Ambiental, que exigen las 
propias Directrices (Capítulo 10, apartado 3, 
epígrafe 1.2.3), tenga en cuenta la sujeción al 
cumplimiento de los Tratados Internacionales 
(Oslo, Londres) y la reglamentación nacional, 
así como la máxima seguirdad en los depósi­
tos para los vertidos en tieua. La correspon­
diente Declaración de Impacto Ambiental po­
drá, en este sentido, modificar las previsiones 
realizadas en las Directrices. 

7. Respecto a los parámetros urbanísticos 
del crrea Turístico-Residencial de POItmán (la 
otra actuación clave de las Directrices), se con­
sidera que la recíproca adaptación con las 
determinaciones del Proyecto de Plan de 
Ordenación de los Recursos Naturales de 
Calblanque, Monte de las Cenizas y Pe-a del 
r;guila mantiene íntegramente la rentabilización 
socioeconómica del Plan de Actuación Terri­
torial y sus inversiones públicas. El incremen­
to de la edificabilidad para compensar la re­
ducción de superficie total de actuación urba­
nística se considera razonable, respetando los 
criterios de adecuación al entorno compatibles 
con la tendencias actuales de densidades para 
áreas turísticas cualificadas y competitivas. 

8. En cuanto a la cuestión de la coinciden­
cia de criterios entre el Proyecto de Directrices 
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y el Proyecto de P.O.R.N., tramitados simultá­
neamente por las Consejerías de Política Te­
rritorial y Obras Públicas, y por la Consejería 
de Medio Ambiente, el CES. entiende que ha 
sido resuelta de un modo altamente satisfacto­
rio para los intereses generales de la Comuni­
dad Autónoma, incorporándose a ambos docu­
mentos las determinaciones comunes resultan­
tes del consenso entre las Direcciones Genera­
les directamente implicadas. En cualquier caso, 
y aún reconociendo la gran complejidad técni­
ca derivada de una perfecta vinculación Direc­
trices-P.O.R.N., no podía ser de otra manera 
por razones de coherencia teniendo en cuenta 
que corresponde la aprobación de ambas figu­
ras al Consejo de Gobierno mediante los co­
rrespondientes Decretos. 

Si acaso, el C.E.S. formula al respecto dos 
observaciones de menor trascendencia en este 
momento, como son la duplicidad de procesos 
administrativos simultáneos de naturaleza si­
milar sobre un mismo territorio y la aclaración 
técnico-jurídica acerca de la relación entre 
ambos. La primera circunstancia ha originado 
cierta confusión social entre ciudadanos y ad­
ministraciones afectadas, que han apreciado no 
sin razón una cierta disparidad de criterios y 
orientaciones entre ambos instrumentos durante 
la fase de elaboración y trámites previos a la 
aprobación definitiva, así como una duplici­
dad de esfuerzos y recursos económicos en los 
estudios justificativos. Como se comentó, la 
formulación final ha conseguido la deseable 
coordinación y compatibilidad gracias al in­
tenso esfuerzo en los últimos momentos pro­
cedimentales de los departamentos implicados 
Para el futuro, se recomienda que la tramita­
ción simultánea de instrumentos de ordenación 
telTitorial y de los recursos naturales se realice 
de forma conjunta, a cargo de equipos técnicos 
mixtos y en el marco de un expediente admi­
nistrativo único e integrado. La formulación 
legal del procedimiento conjunto propuesto 
deberá realizarse, en su caso, en el marco de 
una futura reforma de la Ley 4/92. 

La segunda observación, que tampoco afec­
ta en modo alguno a la correcta substanciación 

por el Consejo de Gobierno del Proyecto 
dictaminado, se refiere a la interpretación de la 
vinculación legal entre las Directrices y el 
P.O.R.N. Esto ha de entenderse, como se ha 
comentado anteriormente, en términos de 
coordinación y compatibilidad, y no mediante 
criterios de prevalencia y obligación de 
adaptación, ya que poseen la misma categoría 
como instrumentos de ordenación según la Ley 
4/92 (directrices subregionales) y son aproba­
das por el mismo órgano (Consejo de Gobier­
no) mediante disposición de idéntico alcance 
jurídico (Decreto). Ello no obsta, sin embargo, 
a que se reconozca la prevalencia del P.O.R.N. 
ya que viene regulado por disposición estatal 
(Ley 4/89, de 27 de marzo, con rango en esta 
materia de legislación básica del Estado), por 
la cual (artículo 5.2) los P.O.R.N. constituirán 
Oun límite para cualesquiera otros instrumen­
tos de ordenación territorial o física, cuyas de­
terminaciones no podrán alterar o modificar 
dichas disposicionesÓ. Por ser materia propia 
del planeamiento de los recursos naturales, se­
gún la citada Ley 4/89, se remitirá la delimita­
ción del Parque Regional de Calblanque, Monte 
de las Cenizas y Pe-a del ¡;:guila a las determi­
naciones del cOlTespondiente P.O.R.N., corri­
giendo el texto de las Directrices en cuanto 
asuma inadecuadamente dicha función ampa­
rándose en la Disposición Adicional Tres, 
Apartado Cinco, de la Ley 4/92. Asimismo, se 
considera que dicha delimitación deberá obte­
ner el refrendo de la Asamblea Regional en los 
términos de las observaciones efectuadas al 
Proyecto de Decreto de aprobación definitiva 
de) P.O.R.N. por Dictamen de este mismo Con­
seJo. 

9. El CES considera que la revitalización 
de una comarca deprimida sociolaboralmente 
es uno de los motivos fundamentales de la 
elaboración y ejecución de estas Directrices. 
No obstante, aparte de unos pocos datos sobre 
el empleo en el análisis del sistema 
socioeconómico y en otros apartados del do­
cumento, no existe previsión alguna de los 
empleos que pudieran derivarse de las accio­
nes propuestas. Se necesita, por tanto, una va­
loración de este crucial tema, a fin de evaluar 
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el componente social y laboral del crecimiento 
económico que quiere catalizarse con este pro­
yecto. Sin esta información difícilmente se 
podrá tener una visión real de la utilidad y 
eficacia de este esfuerzo de las administracio­
nes públicas por revitalizar socioeconómica­
mente la comarca. 

10. Por último, el C.E.S. formula algunas 
observaciones de carácter particular como re­
comendaciones sobre contenidos concretos del 
Proyecto de Directrices: 

10.1. Para aquellas infraestructuras, como 
electrificación y saneamiento, para las cuales 
se han definido alternativas de trazado a deter­
minar en el futuro según sus costes, se evitará 
en la medida de lo posible su transcurso a 
través del PORN de Calblanque, Monte de las 
Cenizas y Pe-a del c;guila al objeto de evitar 
los impactos ecológicos y paisajísticos. 

Asimismo y respecto a los accesos viarios 
en el ámbito de las Directrices, el CES consi­
dera que debe entenderse que el acceso mayo­
ritario y rápido a la futura área turística de 
Portmán deberá realizarse por el nuevo acceso 
a partir de la N-345 desde La Unión, no siendo 
conveniente para los valores añadidos a la ca­
lidad turística del área el aumento e intensidad 
y velocidad de vehículos por el tramo de la 
MU-314, debiendo favorecerse en todo caso 
las excelentes condiciones paisajísticas de di­
cha carretera eon la instalación de miradores y 
otros sistemas informativos de los valores na­
turales y culturales que atesora este área. 

Por otra parte, con relación al nuevo acce­
so a la playa del Gorguel si bien parecen ade­
cuadas las característica.... de un firme no as­
fáltico, no parece conveniente permitir el ac­
ceso no controlado de vehículos a la parte baja 
de la Rambla, por razones de capacidad de 
acogida y calidad paisajística y ambiental de 
la playa, debiendo establecerse el 
corespondiente aparcamiento en la zona de 
Casas de la Escuela, tras la oportuna restaura­
ción y acondicionamiento de las instalaciones 
y estructuras mineras actualmente existentes 
en la cuenca del Gorguel. 

En relación con la problemática de la de­
puración de las aguas residuales, las Directri­
ces recogen varias alternativas. El CES consi­
dera que la posibilidad de incorporar las aguas 
residuales del área turística de Portmán a la 
futura estación depuradora de aguas residuales 
del Mar Menor-Sur plantea graves problemas 
técnicos y económicos, debido fundamental­
mente a las elevadas pendientes y largo tra­
yecto que deberían salvarse y a que en el pro­
yecto, de inminente construcción, no se con­
templa el aporte de los caudales de esta zona, 
por lo que la inclusión de los mismos conlle­
varía problemas en la eficiencia depuradora de 
las instalaciones. Por todo ello, parece conve­
niente la construcción de una pequeña depura­
dora en la zona basada en procesos físico-quí­
micos y biológicos, de manera que se consiga 
ocupar la menor cantidad de espacio posible, 
la menor afectación posible a los habituales en 
cuanto a la producción de ruidos y olores y la 
obtención de aguas depuradas de calidad 
suficiente para su reutilización en el riego y de 
zonas verdes y en la propia restauración del 
área. En cualquier caso debe estudiarse desde 
un punto de vista técnico y ambiental la 
localización de la planta y del aliviadero 
submarino de emergencia, siendo la ubicación 
propuesta para este último en las Directrices 
(en la punta Oeste de la bahía) muy poco 
recomendable, de acuerdo con el conocimien­
to actual de la dinámica litoral de la bahía, 
puesto que el transporte litoral en esa zona se 
dirige hacia el interior de la bahía, con la con­
siguiente posibilidad de perjudicar notablemen­
te la calidad del baño en la futura playa. 

10.2. Habrá de vincularse el abastecimien­
to de agua del c;rea Turística de Portmán a la 
disposición de nuevos recursos hídricos proce­
dentes de la desalación de agua de mar, en el 
marco de la cooperación estatal para la recu­
peración de la Bahía y los planes de urgencia 
del Gobierno Central (Proyecto de Decreto de 
Metasequía). El pronunciamiento favorable de 
la Mancomunidad de Canales del Taibilla para 
atender el suministro demandado por el desa­
rrono urbanístico previsto resulta completa­
mente satisfactorio en cuanto a la excelente 
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planificación de infraestructuras desarrolladas 
por dicho organismo. Sin embargo, dicho pro­
nunciamiento se encuentra vinculado según sus 
propios términos al Plan Hidrológico de Cuen­
ca, cuya aprobación se prevé dificultosa y de­
pendiente fundamentalmente de transferencias 
entre cuencas en el marco de la Ley del Plan 
Hidrológico Nacional al objeto de atender las 
necesidades actuales y, sobre todo futuras, de 
la Cuenca del Segura. 

10.3. Se concretarán los mecanismos lega­
les previstos y la valoración económica para la 
declaración de caducidad y el rescate de las 
concesiones mineras; así como la aplicación 
para dicho rescate, en su caso, de la declara­
ción de utilidad pública a efectos expropiatorios 
prevista para la Actuación de Interés Regional. 
Ello se justifica, en opinión del C.E.S., tenien­
do en cuenta la poderosa protección atribuida 
por el Estado a través de la declaración como 
materias primas de interés prioritario de los 
minerales de plomo, plata, zinc y piritas, a 
efectos de 10 previsto en la Ley 6/1977, de 4 
de enero, de Fomento de la Minería. 

10.4. Se especificará con mayor detalle, 
bien que de modo indicativo, el procedimiento 
para el traslado del núcleo urbano del Llano 
del Beal a la zona próxima señalada en las 
Directrices mediante el denominado Creci­
miento Orientado, en la línea de la modifíca­
ción incluida en la Fundamentación Jurídica 
Tercera de la aprobación provisional de las 
Directrices. El C.E.S. entiende que una actua­
ción de tal trascendencia socioeconómica de­
bería remitirse a una explicación algo más 
amplia que la simple atribución de los costes 
de la operación a la empresa explotadora de 
aquellos recursos mineros que quedarían dis­
ponibles. 

10.5. En relación a las actuaciones previs­
tas para la restauración ambiental y paisajística 
de la Sierra Minera y, especialmente en la cuen­
ca visual de la Bahía de Portmán, la propuesta 
del documento remitido parece poco justificada 
o, al menos, algo improvisada, por lo que se 
recomienda una revisión con mayor rigor 
técnico y claridad en los objetivos. 

10.6. Respecto a la agricultura y las áreas 
agrícolas, el CES considera que se debería ha­
cer mención a las repercusiones que tendría 
para estas actividades la aplicación de los pro­
gramas de ayuda para fomentar métodos de 
producción agraria compatibles con las exi­
gencias de la protección y conservación de los 
espacios naturales, derivados del Reglamento 
(CEE) 2078/1.992, de 30 de junio, que está en 
perfecta consonancia con la conservación de 
los valores que postulan las Directrices y los 
objetivos del saneamiento integral del Mar 
Menor. 

Asimismo sería muy conveniente que se 
analizasen en el documento las posibles políti­
cas tendentes tanto a incrementar el valor aña­
dido de estos productos como a incentivar sus 
posibilidades de comercialización. 

10.7. En cuanto a la actividad pesquera, el 
CES considera que el área pesquera que se 
realizará dentro del futuro puesto de la Bahía 
debiera dimensionarse por encima de lo pre­
visto en las Directrices, de tal forma que se 
facilitase su uso por la flota de Cartagena, y 
haría innecesaria la ampliación de las instala­
ciones portuarias de Cabo de Palos, que de 
realizarse provocaría un nuevo conflicto am­
biental por el impacto negativo que dichas obras 
supondrían para los elevados valores ecológicos 
de los fondos marinos del entorno de Cabo de 
Palos. Asímismo, el CES considera que sería 
imprescindible también contemplar una zona 
de reparación de barcos y artes, además de las 
instalaciones de lonja, fábricas de hielo, etc. 

Estas actuaciones traerían como consecuen­
cia benefícios no sólo para los pescadores que 
puderan residir en Portmán sino también para 
los de las zonas citadas y tendrían una 
incidencia claramente positiva para el propio 
proyecto turístico del área. 

10.8. El CES considera que las Directrices 
no han detallado suficientemente los criterios 
fundamentales (estructura urbana, alturas, fa­
chadas, etc.) para el desarrollo de los Planes 
Especiales de Reforma Interior (PERI) de los 
núcleos urbanos actuales a reformar, dado que 
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pertenecen a dos municipios distintos, con el 
fin de adoptar una visión de conjunto del hábitat 
urbano resultante de esta ordenación así como 
una estimación de sus costes. 

Los núcleos a que se hace referencia son 
los de El Llano, El Beal, El Estrecho y Portmán. 
En los mismos se debería contemplar la reali­
zación de viviendas de protección oficial, para 
que se favorezca el acceso a la vivienda de los 
colectivos y secotres sociales más desfavore­
cidos de los mismos, tendiendo, en todo caso, 
a evitar que en las zonas urbanas de la Bahía 
se creen graves diferencias socioeconómicas y 
de desarrollo. 

10.9. Por último el CES quiere poner de 
manifiesto las dificultades de relación que po­

drán existir entre las Directrices de Ordenación 
de Portmán y Sierra Minera y las futuras Di­
rectrices del Mar Menor (cuyo estado de tra­
mitación se desconoce en la actualidad) como 
consecuencia de que la división establecida es 
totalmente arbitraria, lo que, aparte de los pro­
blemas técnicos que implica, supone una 
ruptura esencial con la filosofía de la Ley de 
Protección y Armonización de Usos del Mar 
Menor, donde se apuesta por una ordenación 
integral de este ámbito natural y económico. 
Este error inicial en el ámbito de las Directri­
ces de Portmán y Sierra Minera tiene gran tras­
cendencia pues supone orientar determinados 
desarrollos urbanos, como en los Belones, en 
desconexión con otros inmediatos en el espa­
cio pero situados al norte de la carretera que 
actúa como límite. 

VI. CONCLUSIONES 


1. El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia, con las observaciones y 
matizaciones recogidas en el presente Dicta­
men, valora positivamente el Proyecto de De­
creto por el que se aprueban definitivamente 
las Directrices de Ordenación Territorial de la 
Bahía de Portmán y de la Sierra Minera, inclu­
yendo en dicha valoración el Proyecto de Di­
rectrices del mismo. Su elaboración y aproba­
ción suponen la base imprescindible a partir 
de la cual dirigir e implementar el crecimiento 
económico y urbanístico integrado de la zona, 
de una forma coordinada con las restantes Ad­
ministraciones Públicas y con respeto y mejora 
de sus valores medioambientales. 

2. El Consejo Económico y Social consi­
dera que la tramitación ha supuesto un esfuerzo 

VO BO 
El Presidente del Consejo 
Económico y Social 
Antonio Reverte Navarro 

técnico y administrativo encomiable por parte 
de la Administración Regional, en particular 
por la Consejería de Política Territorial y Obras 
Públicas, especialmente en relación a los cos­
tosos pero imprescindibles trámites de infor­
mación y participación ciudadana. 

3. El Consejo Económico y Social resalta 
la imperiosa necesidad de un amplio consenso 
entre las distintas partes afectadas, incluyendo 
los particulares, para la aplicación efectiva de 
las determinaciones de las Directrices, dada su 
complejidad y trascendencia no sólo para la 
revitalización socioeconómÍca de la 
subcomarca afectada sino incluso con trascen­
dencÍa para toda la RegÍón de Murcia por el 
volumen de inversiones y las posibilidades de 
generación de empleo. 

Murcia, a 16 de Junio de 1.995 

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social 
Isidro Ródenas Ruiz 
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